INMEDIATEZ/ Sobrepaso injustificado del término razonable para acudir a la tutela 

“(…) transcurrió casi un año desde cuando se produjo el acto administrativo en el que encuentra lesionados los derechos cuya protección invoca, sin que haya actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo y no se evidencia la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción ya que ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla.”

DERECHO A LA IGUALDAD/ Cambio de precedente no es aplicable a casos anteriores que hayan sido definidos con la jurisprudencia objeto de variación
“Para la Sala no tiene acogida esa argumentación como quiera que los efectos de los cambios jurisprudenciales realizados por los órganos de cierre, no se pueden extender a casos que hayan sido resueltos antes de variar esa posición, tal como lo pretende el actor.”

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-819 de 2009 y T-580 del 2011.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA
        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, febrero cuatro (4) de dos mil dieciséis (2016)

        Acta No. 046 de cuatro de febrero de 2016
        Expediente No. 66001-31-03-002-2015-00659-02
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló la parte demandante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el pasado 24 de noviembre, en la acción de tutela que Óscar de Jesús Rodríguez Zapata instauró contra la Gobernación de Risaralda, a la que fue vinculada la Secretaria Administrativa de ese ente territorial.
A N T E C E D E N T E S

1.- Los hechos relatados por el demandante, en el escrito por medio del cual se promovió la acción, admiten el siguiente resumen:

.- Se encuentra vinculado al Departamento de Risaralda en calidad de trabajador oficial desde el 5 de agosto de 1983 y es beneficiario de la convención colectiva de trabajo suscrita entre ese ente territorial y su organización sindical.

.- En esa convención se consagró como derecho extralegal de los trabajadores oficiales del Departamento, el obtener la pensión de jubilación cuando cumplan cincuenta años de edad y veinte de servicios, continuos o discontinuos, con esa entidad. 

.- Teniendo en cuenta que reunió tales requisitos antes del 31 de julio de 2010, en concordancia con lo dispuesto en el Acto Legislativo No. 01 de 2005, solicitó el reconocimiento de esa prestación, pero esa petición se le negó por la entidad territorial.
.- Promovió demanda ordinaria, la que correspondió al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, que mediante sentencia del 6 de febrero de 2009 reconoció su pensión de jubilación convencional desde el 1º de noviembre de 2005, con sustento en que “no se presentó pérdida de su pensión… porque para cuando entró en vigencia el Acto Legislativo 01 de 2.005 (sic) la Convención Colectiva… se encontraba rigiendo las relaciones laborales de la entidad territorial… además, esa cláusula específicamente sufrió renovación automática porque las partes no plantearon ninguna clase de conflicto por ese derecho, y adicionalmente, porque existe consenso y decisión bilateral de conservar esas prerrogativas pensiónales porque así se estableció en la última cláusula de la compilación dispuesta”.

.- La Sala Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial esta ciudad, mediante sentencia del 11 de junio de 2009, decidió revocar esa sentencia porque “es muy claro lo dispuesto en el tantas veces mentado Acto Legislativo 01 de 2.005 (sic) al indicar que a partir de su vigencia no se podían establecer en convenciones colectivas de trabajo condiciones diferentes a las indicadas en las normas del Sistema General de Pensiones… las reglas de carácter pensional que rigen en su vigencia, contenidas en convenciones colectivas… mantendrían su efectividad por el término inicialmente pactado… al haber entrado en vigencia el Acto Legislativo en mención el 22 de julio de 2.005 (sic), y simultáneamente haber estado vigente la Convención Colectiva… hasta el 22 de diciembre de 2.005 (sic), las prerrogativas pensiónales contenidas en dicho contrato solo tendrían aplicabilidad por el término pactado”.  

.- Interpuso recurso de casación, pero la Corte Suprema de Justicia, en providencia del 28 de agosto de 2012, resolvió no casar la sentencia del Tribunal con sustento en que no se había desconocido lo preceptuado en el referido Acto Legislativo.

.- Con posterioridad esa Corte varió su posición y empezó a reconocer la pensión de jubilación convencional a trabajadores que se encontraban en iguales condiciones a las suyas, es decir que habían cumplido los requisitos pensionales antes del 31 de julio de 2010. Algunos de sus compañeros de trabajo accedieron a esa prestación por vía judicial y en esos casos los jueces interpretaron de manera correcta el parágrafo tercero transitorio del Acto Legislativo 01 de 2005. 
.- A raíz de lo anterior, otro grupo de compañeros suyos, solicitó al Departamento el reconocimiento de la pensión de jubilación convencional por reunir los requisitos establecidos en la convención “y estar dentro de lo establecido” en el parágrafo tercero transitorio del acto legislativo 01 de 2005, peticiones que fueron resueltas de manera favorable, pues la entidad acogió los argumentos planteados por la Corte Suprema de Justicia y en especial lo establecido en la sentencia SU-555 de 24 de julio de 2014 de la Corte Constitucional.

.- En esos términos el 10 de octubre de 2014 elevó solicitud a la Gobernación a fin de que le reconociera su pensión. Sin embargo, mediante Resolución 1688 de 2014 se negó ese derecho al considerar que existe cosa juzgada.    
.- Si bien cuando acudió a la vía ordinaria se negó su derecho pensional, lo cierto es que esa prestación viene siendo reconocida a trabajadores que reúnen sus mismos requisitos, lo que constituye un hecho de discriminación. 

.- Como quiera que carece de otros medios de defensa judicial y en aras de evitar un perjuicio irremediable, la tutela resulta procedente para reclamar el amparo de sus derechos. Citó jurisprudencia que consideró aplicable al caso. 
2.- Pretende el accionante se protejan sus derechos a la igualdad, la seguridad social, el mínimo vital, la vida y la vejez digna. Para su protección solicita se ordene a la entidad demandada reconocer su pensión de jubilación convencional.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto de 15 de septiembre del año pasado se admitió la acción contra la Gobernación de Risaralda.
2.- Esta, por intermedio de apoderado, expresó que si bien el accionante puede ser beneficiario de la convención colectiva suscrita entre ese ente territorial y el sindicato de trabajadores, no lo es respecto de la cláusula de la misma que creó la pensión extralegal, pues existe sentencia judicial que así lo determinó. Además, solo hasta el 31 de julio de 2010 estuvieron vigentes las pensiones de jubilación de naturaleza convencional, en virtud del Acto Legislativo 01 de 2005; aunque es cierto que otros trabajadores oficiales del Departamento fueron beneficiados por esa prestación, ello obedece a que la jurisprudencia modificó su postura respecto a que la vigencia máxima de esas prestaciones se extiende hasta el 31 de julio de 2010 siempre y cuando exista prórroga automática; el tratamiento distinto que se le ha dado al caso del actor, tiene razón de ser en la sentencia ejecutoriada que negó su prestación, la cual no puede ser desconocida ya que operó la figura de la cosa juzgada y su cumplimiento es obligatorio para las partes, hecho que lo diferencia de los demás trabajadores.

De otro lado, aduce, se incumple el principio de la inmediatez, habida cuenta que la citada decisión judicial fue proferida hace más de tres años, mientras que el acto administrativo que negó su pensión data del 28 de octubre de 2014. 
Solicitó se nieguen las pretensiones.
3.- Agotado el trámite respectivo, la señora Juez Segundo Civil del Circuito de Pereira dictó sentencia el 28 de septiembre de 2015, en la que declaró improcedente el amparo solicitado. Con motivo de la impugnación formulada por el actor, llegaron las diligencias a esta Sala que mediante proveído de 3 de noviembre último declaró la nulidad de lo actuado, desde la sentencia proferida, porque se dejó de vincular al proceso a la Secretaria Administrativa del Departamento de Risaralda, que profirió el acto administrativo en el que encuentra el accionante lesionados sus derechos.
4.- Perfeccionada la vinculación omitida, se pronunció nuevamente el Departamento de Risaralda, por intermedio de apoderada
, para reiterar lo manifestado en la primera respuesta y agregó que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para el reconocimiento de derechos prestacionales, de conformidad con la reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional. 

5.- Se puso término a la instancia con sentencia de 24 de noviembre del año pasado en la que se declaró improcedente el amparo solicitado. Para decidir así, consideró la funcionaria de primera sede que en este caso se pretende atacar el fallo judicial con base en el cual el Departamento de Risaralda negó el derecho prestacional solicitado por el actor. Así entonces, esta entidad no ha podido lesionar los derechos fundamentales invocados en esta tutela, toda vez que con su actuación se limitó, como era su obligación, a cumplir la sentencia emitida por la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, la que, al estar en firme, hizo tránsito a cosa juzgada material. Y si bien el precedente jurisprudencial sobre las pensiones convencionales de jubilación ha variado, ello no constituye razón suficiente para que la demandada haga caso omiso de aquel mandato judicial; tampoco se ha producido vulneración a la igualdad del actor, ya que no se encuentra en similares condiciones respecto de otros servidores, a quienes sí se concedió esa prestación, porque frente a estos no se produjo sentencia que negara el derecho a la pensión.
Expresó además la referida funcionaria que contra el acto administrativo que decidió la solicitud del accionante, proferido por el ente territorial el 28 de octubre de 2014, no se agotaron los recursos administrativos y a pesar que “ha operado mucho tiempo”, el actor no ha acudido a los mecanismos jurídicos de defensa y en tal medida procura convertir a la tutela en un medio alternativo, a pesar de que se caracteriza por ser excepcional, preferente y sumario. 
6.- Inconforme con esa decisión, el demandante la impugnó. Adujo que en este caso no se trata de una tutela contra sentencia judicial sino de un conflicto de principios constitucionales, que la funcionaria de primera instancia ha debido resolver. Reiteró que la solicitud de pensión de jubilación la elevó porque a otros compañeros de trabajo que se encuentran en iguales condiciones a las suyas, el Departamento les reconoció esa prestación, pero a él se le discrimina por el simple hecho de haber demandado a ese ente territorial. Citó jurisprudencia relacionada con el derecho a la igualdad y la pensión de jubilación convencional y concluyó que en este caso no se le puede oponer la figura de la cosa juzgada para negarle su pensión, pues esta se vuelve relativa cuando la sentencia judicial ejecutoriada lesiona garantías fundamentales, como en el presente respecto al derecho a la igualdad. Así entonces, lo que correspondía era hacer ponderación entre el principio de la igualdad y el de la seguridad jurídica. 
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, cuando quiera que sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2.- Uno de los principios que caracterizan la tutela es el de la inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio.

La Corte Constitucional en su jurisprudencia ha enseñado que la solicitud de amparo debe elevarse en un plazo razonable, oportuno y justo, conforme a las condiciones de cada caso y ha precisado que la inexistencia de un término de caducidad no implica que la tutela pueda instaurarse en cualquier tiempo. Así, ha dicho:

“Si con la acción de tutela se busca la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, frente a su presunta vulneración o amenaza, la petición ha de ser presentada en el marco temporal de ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos. Pues, de no limitar en el tiempo la presentación de la demanda de amparo constitucional, se burla el alcance jurídico dado por el Constituyente, y se desvirtúa su fin de protección actual, inmediata y efectiva… 

…Frente a la inmediatez se ha dicho que, pese a no tener un término de caducidad expresamente señalado en la Constitución o en la ley,  la acción de tutela como mecanismo de protección constitucional procede dentro de un término razonable y proporcionado contado a partir del momento en que se produce la vulneración o amenaza al derecho. Se justifica la exigencia de dicho término toda vez que con éste se impide el uso de este mecanismo excepcional como medio para simular la propia negligencia o como elemento que atente contra los derechos e intereses de terceros interesados, así como mecanismo que permite garantizar los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica que se deprecan de toda providencia judicial… 
De este modo, la oportunidad en la interposición de la acción de tutela se encuentra estrechamente vinculada con el objetivo que la Constitución le atribuye de brindar una protección inmediata, de manera que, cuando ello ya no sea posible por inactividad injustificada del interesado, se cierra la vía excepcional del amparo constitucional y es preciso acudir a las instancias ordinarias para dirimir un asunto que, debido a esa inactividad, se ve desprovisto de la urgencia implícita en el trámite breve y sumario de la tutela”
.

3.- Las pruebas incorporadas al proceso, que obran en el cuaderno No. 1, demuestran los siguientes hechos:

a.- Mediante sentencia de 28 de agosto de 2012 la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia decidió no casar la sentencia proferida por la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, que a su vez revocó la dictada en primera instancia, para negar el reconocimiento de la pensión de jubilación convencional del actor
.

b.- El 10 de octubre de 2014 el accionante solicitó al Departamento de Risaralda, en aplicación al derecho a la igualdad, le otorgara la citada prestación, teniendo en cuenta que a otros compañeros de trabajo que cumplen con los mismos requisitos que él acredita, les fue concedida “Basados en la convención Colectiva de Trabajo y sentencia del tribunal (sic) superior (sic) de la ciudad de Cali”
.
c.- Por medio de Resolución No. 1688 de 28 de octubre de 2014 la Secretaria Administrativa del Departamento de Risaralda resolvió de manera desfavorable su petición porque la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de esta ciudad negó esa pensión de jubilación por sentencia que se encuentra en firme, ya que la Corte Suprema de Justicia resolvió no casarla y por tanto, debido al fenómeno de la cosa juzgada, que además de impedir el surgimiento de una nueva controversia sobre ese asunto, obliga a las partes a cumplir el fallo, sin que puedan desconocerlo o alterar su sentido por cambios posteriores en la doctrina o la jurisprudencia. En consecuencia, se expresa, el ente territorial no ha lesionado el derecho a la igualdad porque “ha acatado las sentencias judiciales que han ordenado pago pensional, como las que no lo han permitido; luego sí (sic) existe tratamiento diferenciado y discriminatorio para situaciones jurídicas y fácticas idénticas, ese trato ha sido dado por las autoridades judiciales”
. 
Es evidente, pues así se desprende del escrito introductor y del recurso de impugnación, que es en esa última decisión en la que encuentra el actor lesionados sus derechos, la cual se produjo en el mes de octubre de 2014.
Sin embargo, solo el 15 de septiembre de 2015 solicitó protección constitucional
. Es decir, que transcurrió casi un año desde cuando se produjo el acto administrativo en el que encuentra lesionados los derechos cuya protección invoca, sin que haya actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo y no se evidencia la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción ya que ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla.

Así las cosas, el amparo reclamado resulta improcedente, pues si el demandante consideró afectados sus derechos fundamentales con la decisión adoptada en la citada resolución, ha debido acudir ante los jueces constitucionales dentro de un término razonable en busca de su protección. Empero, permitió que transcurriera casi un año para instaurarla y ese pasivo comportamiento permite inferir el desinterés de su parte en lograr un amparo oportuno.

 
4.- Aunque lo anterior constituye razón suficiente para despachar desfavorablemente las súplicas de la demanda, otro motivo justifica adoptar esa decisión. 
Como ya quedó establecido el actor considera que en este caso si bien se encuentra en firme decisión judicial que negó su derecho a la pensión de jubilación convencional, la Corte Suprema de Justicia, luego de resolver su caso en sede de casación, varió su posición respecto a la aplicación del Acto Legislativo 01 de 2005 para pensiones pactadas en convenciones colectivas de trabajo y empezó a reconocerlas a personas que se encontraban en similares condiciones que él. Por tanto, el Departamento de Risaralda al negarle esa prestación, a pesar de los otros casos en que sí la concedió, lesionó su derecho a la igualdad.
Para la Sala no tiene acogida esa argumentación como quiera que los efectos de los cambios jurisprudenciales realizados por los órganos de cierre, no se pueden extender a casos que hayan sido resueltos antes de variar esa posición, tal como lo pretende el actor. Así lo ha entendido la Corte Constitucional que en sentencia T-819 de 2009 expresó:
“19.- Finalmente, el demandante arguye una violación al derecho a la igualdad
 porque después de que su caso fue fallado en el 2001 la misma Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia cambió expresamente en el 2007 la fórmula para indexar la primera mesada pensional, acogiendo la que usa esta Corte desde la sentencia T-098 de 2005 que es la que desea que se aplique en su caso particular
. 


En relación con lo anterior, es preciso que esta Sala reitere lo dicho en la sentenciaT-855 de 2008, en la que indicó que: 

“(…) no son de recibo las consideraciones del apoderado del accionante dirigidas a intentar la aplicación de criterios que han sido trazados actualmente por la jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia a partir de las sentencias No. 31222 de 13 de diciembre de 2007 y No. 29171 de 22 de enero de 2008, las cuales fueron proferidas 5 meses después de que se resolviera de manera definitiva su controversia por medio de sentencia de casación, dentro del proceso laboral correspondiente, el cual a juicio de la Sala contó con todas las garantías constitucionales necesarias. Lo anterior, debido a que, a partir de una lectura detenida del expediente se pudo evidenciar, tal como se ha expresado, que la liquidación de la indexación de la primera mesada pensional del accionante fue realizada de acuerdo con los criterios jurisprudenciales que para el momento del fallo eran los acogidos mayoritariamente por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, con lo cual un cambio jurisprudencia posterior no puede influir en un asunto que fue resuelto de manera legal y argumentada con el lleno de las garantías constitucionales por el órgano competente en un momento determinado.  

En tal sentido, recuerda la Sala que la acción de tutela no puede servir de instrumento para revivir controversias que fueron resueltas con anterioridad, cuya decisión ha hecho transito (sic) a cosa juzgada; y mucho menos para controvertir interpretaciones objetivas y razonables de los órganos de cierre sobre esa materia.  En efecto, esta Corporación ha reiterado en varias oportunidades que la preservación de los principios de autonomía e independencia judicial, y de respeto a las jurisdicciones naturales, impone reconocer que, frente a una interpretación razonable de una disposición jurídica, el juez de tutela debe abstenerse de adoptar medidas anulatorias
. De manera concreta la Corte Constitucional en sentencia T-588 de 2005 señaló:

[N]o es posible cuestionar, por vía de tutela, una sentencia, únicamente porque el actor o el juez constitucional consideran que la valoración probatoria o la interpretación de las disposiciones legales por el juez ordinario fueron discutibles. Es necesario que las interpretaciones y valoraciones probatorias del juez ordinario sean equivocadas en forma evidente y burda para que pueda proceder el amparo constitucional. Cualquier tesis distinta implicaría no sólo desconocer la autonomía funcional que tienen los jueces para interpretar el derecho y valorar las pruebas (CP art. 230) sino que además desconocería la separación funcional entre la justicia constitucional y la jurisdicción ordinaria.  

Así, desde el punto de vista interpretativo, es obviamente ‘contrario al principio de autonomía judicial, - uno de los pilares y presupuestos del Estado de Derecho - que el juez de tutela tenga la facultad de dejar sin efecto las decisiones válidamente producidas por otros jueces, con el argumento de una disparidad de criterios en la lectura de una norma’
”. (subrayas fuera del texto original)
5.- En esas condiciones, se descarta la lesión al derecho a la igualdad invocada por el accionante.
6.- De acuerdo con lo expuesto, la sentencia que se revisa será confirmada.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 24 de noviembre último, en la acción de tutela instaurada por el señor Óscar de Jesús Rodríguez Zapata contra la Gobernación de Risaralda, a la que fue vinculada la Secretaria Administrativa de esa entidad territorial.

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� A folio 122 del cuaderno No. 1, obra el poder conferido por el Gobernador de Risaralda a esa profesional del derecho. 


� Sentencia T-580 del 2011


� Folios 63 a 70


� Folio 12


� Folios 13 a 16


� Folio 50, cuaderno No. 1


� Folio 4, cuaderno 1. 


� Folio 58-72, cuaderno 2. 


� Ver sentencia T-440 de 2006


� Ver Sentencias T-1009 de 2000, SU-429 de 1998, T-100 de 1998 y T-350 de 1998.
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